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APELACIÓN 
procedente del Tribunal 
de Primera Instancia, 
Sala de Aguadilla. 
 
 
 
Civil núm.:  
A DP2011-0113. 
 
 
 
Sobre: 
Daños y perjuicios. 
 

 
Panel integrado por su presidenta, la Jueza Jiménez Velázquez, la Jueza 
Domínguez Irizarry y la Jueza Romero García. 
 
Romero García, jueza ponente. 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 3 de agosto de 2016. 

La parte apelante, Ricardo A. Bengoa Toro (Sr. Bengoa), Dyalma 

Malavé Otero, y la sociedad de gananciales constituida entre ellos, instó 

el presente recurso de apelación el 20 de mayo de 2016.  En él, impugna 

la Sentencia emitida el 18 de abril de 2016, notificada el 20 de abril de 

2016, por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Aguadilla.  En síntesis, 

solicitó que revocáramos la desestimación de su reclamación contra la 

parte apelada, compuesta por el Municipio de Aguadilla e Integrand 

Assurance Company. 
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 Evaluados los autos del caso a la luz del derecho aplicable, 

confirmamos la Sentencia dictada por el tribunal apelado.   

I. 

 Allá para el 7 de septiembre de 2011, la parte apelante instó una 

Demanda contra Franchesca Fraticelli Rebollar (Sra. Fraticelli), su esposo 

y la sociedad legal de gananciales compuesta por ambos, el Estado Libre 

Asociado de Puerto Rico, la parte apelada y otros.  Alegó que, el 18 de 

septiembre de 2010, mientras el Sr. Bengoa viajaba en bicicleta por la 

Carretera PR-110 en el Municipio de Aguadilla, fue impactado por el 

vehículo de motor conducido por la Sra. Fraticelli, cuando esta salía de la 

Calle Las Delicias hacia la Carretera PR-110, sin detenerse.  Con 

referencia al Municipio de Aguadilla, adujo que este fue negligente al no 

haber colocado los rótulos correspondientes en la mencionada calle.  Así 

pues, solicitó indemnización por los daños y perjuicios que alegó haber 

sufrido. 

En lo atinente a la presente controversia, el 16 de diciembre de 

2011, la parte apelante cursó un Pliego de Interrogatorio y Requerimiento 

a los demandados1.  No obstante, la parte apelada no contestó la 

mencionada solicitud hasta el 7 de junio de 2012.  Lo anterior, ya 

transcurrido en exceso el término para contestar, acorde con las Reglas 

de Procedimiento Civil. 

Posteriormente, el foro apelado atendió una solicitud de sentencia 

sumaria presentada por la parte apelada y, el 27 de enero de 2014, 

notificada el 28 de enero de 2014, emitió una Sentencia sumaria parcial.  

Mediante esta, desestimó la Demanda contra dicha parte.  Dicha 

Sentencia fue apelada y revocada por otro panel de este Tribunal2.  Lo 

anterior, por el fundamento de que no procedía dictar sentencia 

sumariamente, a la luz de la existencia de una controversia sustancial en 

cuanto la presencia de un rótulo de “Pare” en la Calle Las Delicias, así 

                                                 
1
 Entre las admisiones requeridas, la parte demandante solicitó que la parte apelada 

admitiera que los daños fueron ocasionados por su culpa y negligencia. 
 
2
 Véase, KLAN201400416.   
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como sobre el deber, si alguno, del Municipio de Aguadilla de proveerle 

mantenimiento y rotulación a la mencionada calle3.   

Luego de varios trámites procesales, que incluyó la estipulación de 

hechos4, el 2 de febrero de 2016, se celebró el juicio en su fondo.  

Culminado este, el foro de instancia emitió la Sentencia apelada ante nos.  

Resolvió que el accidente fue producto únicamente de las actuaciones 

culposas de la Sra. Fraticelli y condenó a esta a indemnizar a la parte 

apelante.  A su vez, desestimó la Demanda en cuanto a los restantes 

codemandados. 

Surge de la Sentencia apelada que, a pesar de que no había un 

rótulo de “Pare” en el lugar del accidente, el tribunal de instancia concluyó 

que ello no era suficiente para imputarle responsabilidad a la parte 

apelada.  Específicamente, ya que la Ley de Vehículos y Tránsito le 

impone responsabilidad al conductor de ser prudente al momento de 

cruzar una intersección, independientemente de la rotulación que podría o 

no estar presente.   

Inconforme con la desestimación de la acción contra el Municipio 

de Aguadilla e Integrand Assurance Company, la parte apelante instó el 

presente recurso y señaló el siguiente error:  

Cometió grave y sustancial error de hecho y de derecho el 
TPI al desestimar la demanda en cuanto a los 
codemandados Municipio de Aguadilla e Integrand 
Assurance Company, a pesar de que – entre otras cosas – 
todos los elementos de las causas de acción de los 
demandantes quedaron admitidos por dichos 
codemandados a tenor con la Regla 33 de las de 
Procedimiento Civil para Puerto Rico y a pesar de que la 
negligencia del Municipio quedó incontrovertidamente 
establecida como co-causante de la colisión que motivó la 
demanda.  

 
En síntesis, la apelante arguyó que el foro de instancia incidió al 

omitir de su Sentencia las admisiones presuntamente realizadas por la 

                                                 
3
 Cabe apuntar que, en el recurso previo núm. KLAN201400416, la parte apelante 

señaló que el tribunal apelado erró al no tomar en consideración los hechos admitidos 
tácitamente por la parte apelada, al no contestar el requerimiento de admisiones dentro 
del término dispuesto en la Regla 33 de las de Procedimiento Civil.  Sin embargo, ello no 
fue atendido en la Sentencia dictada en ese recurso, ni la parte apelante solicitó su 
revisión ante el Tribunal Supremo. 
 
4
 En lo pertinente, las partes litigantes estipularon que el Municipio de Aguadilla era el 

dueño y ostentaba el control de la Calle Las Delicias, en las fechas correspondientes a la 
controversia. 
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parte apelada, como consecuencia de no contestar el requerimiento de 

admisiones dentro del término dispuesto para ello en la Regla 33 de las 

de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 33.   

 Además, puntualizó que procedía imputarle responsabilidad a la 

parte apelada, ya que quedó probado con el testimonio vertido en el juicio 

en su fondo que, en la Calle Las Delicias, no había rotulación alguna al 

momento del accidente.  Enfatizó que la omisión del Municipio de 

Aguadilla al no colocar rotulación en dicha calle contribuyó a que ocurriera 

el accidente que le causó daños. 

 Por ello, solicitó que revocáramos la Sentencia apelada en cuanto 

a la desestimación del reclamo contra la parte apelada, y resolviéramos 

que fue cocausante del accidente y responde solidariamente por los 

daños sufridos. 

 El 20 de junio de 2016, la parte apelada presentó su Alegato en 

Oposición al recurso de apelación.  En primer lugar, señaló que la parte 

apelante impugnó la apreciación de la prueba realizada por el foro 

apelado, pero no colocó a este Tribunal en posición de revisar las 

determinaciones de hecho, ya que no reprodujo la prueba oral.  Además, 

razonó que la ley aplicable es clara, e impone la responsabilidad al 

conductor de ser prudente en las intersecciones, independientemente de 

la presencia de rótulos. 

 En cuanto a la alegación de la parte apelante de que la negligencia 

de la parte apelada quedó admitida debido a su incumplimiento con la 

citada Regla 33 de las de Procedimiento Civil, esgrimió que ello se debía 

armonizar con la norma que favorece que las controversias se ventilen en 

sus méritos.  Adujo que las partes no se debían ver perjudicadas por los 

actos u omisiones de sus abogados. 

 Además, señaló que la parte apelante había invocado la Regla 33 

en su primer recurso de apelación y, a pesar de que ello no fue atendido, 

no solicitó la revisión de dicha Sentencia o articuló que lo anterior le 
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causara perjuicio, o reclamó que se dictara sentencia sumaria acorde con 

dichos hechos.   

Así pues, la parte apelada adujo que la apelante se cruzó de 

brazos y permitió que el pleito se dilucidara en sus méritos, por lo que no 

procede revocar la Sentencia apelada en esta etapa, por el fundamento 

de que incumplió con los términos establecidos en la Regla 33. 

II. 

A. 

 Los requerimientos de admisiones están regulados por la Regla 33 

de las de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 33. 

[...]  Los requerimientos de admisiones cumplen una función 
importante en nuestro sistema adversativo, pues sirven 
como un instrumento sencillo y económico para delimitar las 
controversias del caso.  [...]  Así lo reconocimos en 
Audiovisual Lang. v. Sist. Est. Natal Hnos., 144 D.P.R. 563 
(1997), donde expresamos que la Regla 33 de 
Procedimiento Civil [...], que regula lo relativo al 
requerimiento de admisiones, persigue “aligerar los 
procedimientos para definir y limitar las controversias del 
caso y proporcionar así un cuadro más claro sobre éstas”.  
[...] 
 
A través de un requerimiento de admisiones una parte 
puede requerir a la otra que admita la veracidad de 
cualquier materia que esté dentro del alcance [del 
descubrimiento de prueba], respecto a cuestiones u 
opiniones de hechos o con la aplicación de la ley a los 
hechos, o que admita la autenticidad de cualquier 
documento que se acompañe con el requerimiento.  [...]  El 
efecto de dicha admisión es que releva a la parte adversa 
de tener que presentar en el juicio prueba del hecho 
admitido y de esta forma propicia que se acorte la 
audiencia y que no se incurra en gastos innecesarios.  
[...]  Por lo tanto, la admisión de un requerimiento se 
considerará definitiva, salvo que el tribunal permita su 
retiro o una enmienda a ésta. 
 
La parte interpelada tiene que admitir o negar lo requerido 
bajo juramento o presentar una objeción escrita sobre la 
materia en cuestión dentro del término de 20 días.  Si ésta 
no cumple con este término, “las cuestiones sobre las 
cuales se solicitó la admisión, automáticamente se tendrán 
por admitidas”.  [...] 

 
Rivera Prudencio v. Mun. de San Juan, 170 DPR 149, 171-172 (2007).  
(Énfasis nuestro). 
   
 Huelga apuntar que la Regla 33 (c) de las de Procedimiento Civil, 

32 LPRA Ap. V, R. 33 (c), faculta al tribunal para permitir el retiro o 

enmienda de la admisión si ello contribuye a la disposición del caso en 
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sus méritos, y la parte que obtuvo la admisión no demuestra que ello 

afectará adversamente su reclamación o defensa. 

Lo anterior se debe armonizar con el hecho de que, en nuestra 

jurisdicción, existe una clara política judicial a favor de que los casos se 

ventilen en sus méritos.  S.L.G. Font Bardón v. Mini-Warehouse, 179 DPR 

322 (334) (2010).  “Se considera un interés importante que los litigantes 

tengan su día en corte y que las partes no se vean perjudicadas por los 

actos o las omisiones de su abogado”.  Id. 

B. 

El Artículo 1802 del Código Civil establece que: 

El que por acción u omisión causa daño a otro, interviniendo 
culpa o negligencia, está obligado a reparar el daño 
causado.  La imprudencia concurrente del perjudicado no 
exime de responsabilidad, pero conlleva la reducción de la 
indemnización. 

 
31 LPRA sec. 5141. 

 El Tribunal Supremo ha opinado que: 

Dicho precepto dispone que todo perjuicio material o moral 
conlleva su reparación si concurren tres elementos básicos: 
(1) la presencia de un daño físico o emocional en el 
demandante; (2) que éste haya surgido a raíz de un acto u 
omisión culposa o negligente del demandado, y (3) que 
exista un nexo causal entre el daño sufrido y el acto u 
omisión.   

 
Santiago v. Sup. Grande, 166 DPR 796, 807 (2006). 

Si el alegado daño se debe a una omisión, “se configurará una 

causa de acción cuando: (1) exista un deber de actuar y se quebrante esa 

obligación, y (2) cuando de haberse realizado el acto omitido se hubiese 

evitado el daño”.  Id.  En dichos casos, se deberá determinar si existía un 

deber jurídico de actuar de parte del alegado causante del daño.  Id., a la 

pág. 808. 

Valga destacar que en esta jurisdicción rige la doctrina de 

causalidad adecuada, la cual postula que no es causa toda condición sin 

la cual no se hubiera producido el resultado, sino la que ordinariamente lo 

produce según la experiencia general.  Nieves Díaz v. González Massas, 

178 DPR 820, 843 (2010).  Así pues, para determinar cuál fue la causa 
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del daño, el demandante tiene que probar que la omisión del demandado 

fue la que con mayor probabilidad ocasionó el perjuicio 

reclamado.  Santiago v. Sup. Grande, 166 DPR, a la pág. 819. 

De otra parte, como regla general, en un caso de daños y 

perjuicios, el peso de la prueba respecto a la presunta negligencia recae 

sobre la parte demandante.  Colón y otros v. K-Mart y otros, 154 DPR 

510, 521 (2001).  La mera ocurrencia de un accidente, sin más, no 

constituye prueba concluyente demostrativa de conducta lesiva 

antijurídica.  Id.   

Así pues, quien presuntamente sufre un daño por la negligencia de 

otro, tiene la obligación de colocar al tribunal en posición de hacer una 

determinación sobre la negligencia, mediante la presentación de prueba a 

esos efectos.  Id.  Ello, mediante la preponderancia de la prueba.  Id., a la 

pág. 519. 

Por su parte, el Art. 8.05(a) de la Ley Núm. 22-2000, Ley de 

Vehículos y Tránsito, establece: 

En lo relativo a las señales de tránsito en las vías públicas, 
se seguirán las siguientes normas: 
 
(a) Todo conductor de un vehículo que se aproxime a una 
intersección controlada por señales de “Pare”, se detendrá 
en la línea de pare marcada sobre el pavimento, excepto 
cuando un agente del orden público o la luz de un semáforo 
le autorice a proseguir; pero si no hubiere línea de pare 
marcada, se detendrá antes de entrar al paso de 
peatones más cercano de la intersección.  Si no 
existiere línea de pare ni paso de peatones, entonces lo 
hará en el punto más cerca de la zona de rodaje que 
cruza, desde donde pueda observar el tránsito que se 
aproxime por ésta, antes de entrar a la intersección.  
Después de haberse detenido, el conductor cederá el 
derecho de paso a todo vehículo que hubiere entrado a 
la intersección.  Después de haberse detenido, el 
conductor cederá el derecho de paso a todo vehículo 
que hubiere entrado a la intersección desde otra vía 
pública y se hallare tan cerca que constituya un peligro 
inmediato durante el período de tiempo que dicho 
conductor estuviere cruzando o moviéndose dentro de 
dicha intersección. 

 
9 LPRA sec. 5225.  (Énfasis nuestro). 
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C. 

 La Regla 42.2 de Procedimiento Civil, dispone que: 

[...] Las determinaciones de hechos basadas en testimonio 
oral no se dejarán sin efecto a menos que sean 
claramente erróneas, y se dará la debida consideración a 
la oportunidad que tuvo el tribunal sentenciador para juzgar 
la credibilidad de los testigos.  [...] 

 
32 LPRA Ap. V, R. 42.2.  (Énfasis nuestro). 

Cónsono con ello, es norma reiterada que, en ausencia de pasión, 

perjuicio, parcialidad o error manifiesto, los tribunales apelativos no deben 

intervenir con la apreciación de la prueba de los tribunales de instancia.  

Rodríguez v. Urban Brands, 167 DPR 509, 522 (2006).  Al definir lo que 

constituye pasión, perjuicio o parcialidad, el Tribunal Supremo ha 

expresado que: 

Incurre en “pasión, prejuicio o parcialidad” aquel juzgador 
que actúe movido por inclinaciones personales de tal 
intensidad que adopta posiciones, preferencias o rechazos 
con respecto a las partes o sus causas que no admiten 
cuestionamiento, sin importar la prueba recibida en sala e 
incluso antes de que se someta prueba alguna. 

 
Dávila Nieves v. Meléndez Marín, 187 DPR 750, 782 (2013). 

 La deferencia hacia el foro primario responde a que es el juez 

sentenciador el que tiene la oportunidad de recibir y apreciar toda la 

prueba testifical presentada, de escuchar la declaración de los testigos y 

evaluar su comportamiento.  Suárez Cáceres v. Com. Estatal Elecciones, 

176 DPR 31, 67 (2009). 

 No obstante, es pertinente señalar que la doctrina de deferencia 

judicial no es de carácter absoluto; se pudiere intervenir “cuando la 

apreciación de la prueba no representare el balance más racional, 

justiciero y jurídico de la totalidad de la prueba”.  González Hernández v. 

González Hernández, 181 DPR 746, 777 (2011).  Además, se exceptúan 

de la regla de deferencia las determinaciones de hechos que se apoyan 

exclusivamente en prueba documental o pericial, ya que los tribunales 

apelativos están en idéntica posición que el tribunal inferior al examinar 

ese tipo de prueba.  Id. 
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III. 

 En su único señalamiento de error, la parte apelante adujo que el 

tribunal de instancia incidió al desestimar su reclamación contra la parte 

apelada por dos razones.  Primeramente, arguyó que todos los elementos 

de la causa de acción quedaron admitidos por dicha parte, debido a su 

incumplimiento con el término dispuesto en la Regla 33 de las de 

Procedimiento Civil.  Además, planteó que la negligencia del Municipio de 

Aguadilla quedó claramente establecida mediante la preponderancia de la 

prueba.  No le asiste la razón. 

 Según citado, los requerimientos de admisiones cumplen una 

función importante en nuestro sistema adversativo, pues sirven como un 

instrumento sencillo y económico para delimitar las controversias del 

caso.  Así pues, la Regla 33 de las de Procedimiento Civil persigue 

aligerar los procedimientos para definir y limitar las controversias del caso 

y proporcionar un cuadro más claro sobre estas. 

Acorde con la mencionada Regla, la parte interpelada tiene que 

admitir o negar lo requerido bajo juramento o presentar una objeción 

escrita sobre la materia en cuestión dentro del término de 20 días.  De no 

cumplir con este término, las cuestiones sobre las cuales se solicitó la 

admisión, se tendrán por admitidas automáticamente.  Ello fue 

precisamente lo que ocurrió en la controversia ante nos, toda vez que la 

parte apelada no contestó el requerimiento hasta haber transcurrido en 

exceso el término dispuesto para ello. 

De ordinario, el efecto de una admisión es que releva a la parte 

adversa de tener que presentar en el juicio prueba del hecho admitido y, 

de esta forma, propicia que se acorte la audiencia y que no se incurra en 

gastos innecesarios.  Por lo tanto, la admisión de un requerimiento se 

considerará definitiva, salvo que el tribunal permita su retiro o una 

enmienda a esta.  Acorde con ello, la Regla 33 (c) de las de 

Procedimiento Civil, faculta al tribunal para permitir el retiro o enmienda 

de la admisión si ello contribuye a la disposición del caso en sus méritos, 
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y la parte que obtuvo la admisión no demuestra que ello afectará 

adversamente su reclamación o defensa.   

Surge de los autos ante nuestra consideración que, a pesar de que 

la parte apelada incumplió con la Regla 33 de las de Procedimiento Civil, 

la parte apelante se cruzó de brazos y permitió que la controversia se 

ventilara en sus méritos.  Así pues, luego de examinada la prueba 

testifical y documental desfilada en el juicio en su fondo, el tribunal de 

instancia concluyó que la Sra. Fraticelli fue la única causante del 

accidente.  Si bien es cierto que el incumplimiento de la parte apelada con 

la Regla 33 dio por admitido lo contenido en el requerimiento, no es 

menos cierto que dichas admisiones fueron contradichas por la prueba 

desfilada en el juicio en su fondo.     

En nuestra jurisdicción existe una clara política judicial a favor de 

que los casos se ventilen en sus méritos.  Por ello, se considera un 

interés importante que los litigantes tengan su día en corte y que las 

partes no se vean perjudicadas por los actos o las omisiones de su 

abogado.  Consecuentemente, resolvemos que el tribunal primario no 

incidió al disponer de este caso de conformidad a la prueba que tuvo ante 

su consideración.  

Con relación a la aseveración de la parte apelante a los efectos de 

que la negligencia del Municipio de Aguadilla quedó claramente 

establecida, y a pesar de que no contamos con la transcripción del juicio 

en su fondo, los autos ante nuestra consideración arrojan suficiente luz 

sobre el razonamiento que culminó con la Sentencia recurrida. 

Se desprende de los autos que la Sra. Fraticelli fue negligente al 

incorporarse a la Carretera PR-110, desde la Calle Las Delicias.  Cual 

citado, la Ley de Vehículos y Tránsito impone el deber a los conductores 

de ser prudentes, aun cuando no haya una línea de pare marcada.  En 

ese sentido, el foro apelado resolvió correctamente que la Sra. Fraticelli 

fue la única causante del accidente. 
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 El Artículo 1802 del Código Civil establece que todo perjuicio 

material o moral conlleva su reparación si concurren tres elementos 

básicos: (1) la presencia de un daño físico o emocional en el demandante; 

(2) que éste haya surgido a raíz de un acto u omisión culposa o 

negligente del demandado, y (3) que exista un nexo causal entre el daño 

sufrido y el acto u omisión.   

Si el presunto daño se debe a una omisión, como lo sería la 

supuesta omisión de la parte apelada de colocar un rótulo en la Calle Las 

Delicias, se configurará una causa de acción cuando: (1) exista un deber 

de actuar y se quebrante esa obligación, y (2) cuando de haberse 

realizado el acto omitido se hubiese evitado el daño.  Lo anterior no 

se cumple en la controversia ante nos. 

Valga destacar que en esta jurisdicción rige la doctrina de 

causalidad adecuada, la cual postula que no es causa toda condición sin 

la cual no se hubiera producido el resultado, sino la que ordinariamente lo 

produce según la experiencia general.  Así pues, para determinar cuál fue 

la causa del daño, el demandante tiene que probar que la omisión del 

demandado fue la que con mayor probabilidad ocasionó el perjuicio 

reclamado.  No obstante, según consignado, la prueba desfilada 

demostró que el accidente se debió únicamente a las acciones de la Sra. 

Fraticelli. 

Este Tribunal no dejará sin efecto las determinaciones de hechos 

basadas en testimonio oral a menos que sean claramente erróneas, y 

daremos la debida consideración a la oportunidad que tuvo el tribunal 

sentenciador de juzgar la credibilidad de los testigos.  Cónsono con ello, 

en ausencia de pasión, perjuicio, parcialidad o error manifiesto, este foro 

apelativo no intervendrá con la apreciación de la prueba del tribunal de 

instancia.  Esta deferencia hacia el foro primario responde a que es el 

juez sentenciador el que tiene la oportunidad de recibir y apreciar toda la 

prueba testifical presentada, de escuchar la declaración de los testigos y 

evaluar su comportamiento.   
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La parte apelante no mostró razones por las que debíamos 

intervenir con la apreciación de la prueba del foro apelado, o revocar las 

determinaciones de hechos de este, que se basaron en la prueba 

desfilada.  Consecuentemente, resolvemos que no se cometió el error 

señalado. 

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, confirmamos la Sentencia 

emitida el 18 de abril de 2016, notificada el 20 de abril de 2016, por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala de Aguadilla.   

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

     Mildred Ivonne Rodríguez Rivera 
          Secretaria del Tribunal de Apelaciones, Interina 

 


